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Defensoria

Provincia de Buenos Aires





La Plata, 14 de nov de 2017
VISTO, el artículo 55 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, la Ley Orgánica del Defensor del Pueblo N° 13.834, el artículo 22 del Reglamento Interno de la Defensoría y los Exptes. N° 22800-1093/11, 2260/11, 3750/12, 4029/12, 4143/12,  4597/13 y 5973/14 y 

CONSIDERANDO

Que los referidos expedientes administrativos se iniciaron a raíz de las presentaciones realizadas ante el organismo por distintos colectivos de ciudadanos que residen en diferentes barrios informales del territorio bonaerense, quienes solicitaron la intervención de la Defensoría del Pueblo frente a conflictos vinculados con procesos judiciales de desalojo, o bien requirieron la intermediación de la institución para acceder a la regularización dominial de los predios en los que residían.  

Que al respecto, cabe destacar que nuestro organismo, además de conformar Mesas de Gestión interinstitucional para coordinar soluciones a las problemáticas planteadas, y de realizar las presentaciones pertinentes en las respectivas causas judiciales a efectos de lograr la suspensión de las medidas de lanzamiento dictadas en el marco de las quejas de referencia, se han realizado gestiones direccionadas a la H. Legislatura provincial, tendientes a la sanción de leyes de declaración de utilidad pública y expropiación de los respectivos predios y/o inmuebles involucrados.

Que a modo de ejemplo, podemos citar algunos casos en los que la intervención de la Defensoría del Pueblo de la Provincia de Buenos Aires, permitió arribar a una solución conjuntamente con el Poder Legislativo provincial, como puede verificarse en los expedientes que seguidamente se detallan.

Que en este sentido, a través del Expte. N° 22800-1093/11 tramitó el reclamo de los vecinos del barrio “La Cantera”, ubicado entre las calles 513 a 514 y 27 a 28 de la localidad de Hernández, partido de La Plata, quienes solicitaron también la intervención de nuestro organismo frente al inminente desalojo dispuesto en los autos caratulados “Agostinelli Mirta Beatriz y Otros c/ La Plata Fútbol Club s/ Desalojo por falta de pago”, que tramita ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial Nº 13 del Departamento Judicial de La Plata.

Que a partir del trabajo señalado junto a los legisladores provinciales, se logró la sanción de la ley N° 14.466, donde se declararon de utilidad pública y sujetos a expropiación los inmuebles que conforman el citado predio en conflicto, a fin de ser adjudicados en propiedad a sus moradores. 

Que por otro lado, en virtud de las actuaciones que tramitaron bajo el Expte. N° 22800-2260/11, y que fueron promovidas por los vecinos del barrio “San Cayetano” emplazado entre las calles 526 a 528 y 161 a 166 de la localidad de Melchor Romero, partido de La Plata, la Defensoría del Pueblo intervino con motivo del desalojo dispuesto en la I.P.P. N° 27543/11, radicada por ante el Juzgado de Garantías N° 5 del Departamento Judicial de La Plata. 

Que en la problemática mencionada precedentemente, con fecha 27/06/2013 se sancionó la ley N° 14.535, que declara de utilidad pública y sujetos a expropiación los inmuebles que constituyen en el barrio, a fin de ser otorgados a sus respectivos titulares.

Que asimismo, por Expte. N° 22800-3750/12, que  fue iniciado a raíz de la problemática habitacional de las familias residentes en el barrio “Las Palmeras”, ubicado entre las calles 70 a 72 y 143 a 148 de la localidad de Los Hornos, partido de La Plata, se requirió la intervención de este organismo, con motivo del desalojo dispuesto en el marco de la I.P.P. N° 32001-12, en trámite por ante el Juzgado de Garantías N° 6 del Departamento Judicial de La Plata.

Que en el mencionado caso, a partir de la sanción de la Ley 14722, aprobada con fecha 13/05/2015, se declararon de utilidad pública y sujetos a expropiación los inmuebles que componen el barrio precitado.

Que las actuaciones relativas al Expte. N° 22800-4029/12 se originaron con motivo de la presentación de los vecinos del Barrio Bongiovanni de la localidad de Paso del Rey, partido de Moreno, quienes requirieron la intervención del Defensor del Pueblo frente a la medida de lanzamiento dispuesta en el marco de la IPP 007365-12, con intervención del Juzgado de Garantías N° 2 del Departamento judicial de Moreno. 
Que luego de las gestiones encaradas por nuestro organismo, con fecha 13/12/2012 se sancionó la ley 14463, declarando de utilidad pública y sujeto a expropiación el inmueble involucrado, a fin de destinarlo a quienes se encontraban viviendo en dicho predio.

Que en el caso de las actuaciones que tramitaran bajo el Expte. N° 22800-4143/12, la problemática habitacional de los vecinos del barrio “La Esperanza” de la localidad de Alejandro Korn, partido de San Vicente, hizo que solicitaran la intervención de la Defensoría del Pueblo, frente al desalojo ordenado en el marco de la I.P.P. N° 28228-12, que tramitó por ante el Juzgado de Garantías N° 3 del Departamento Judicial de La Plata

Que en este caso, con fecha 28/08/2014 fue aprobada la ley de expropiación N° 14.629, que declaró de utilidad pública y sujetos a expropiación los inmuebles que componen el barrio referido, también para ser destinado a quienes se encontraban viviendo en dichas tierras.   

Que por Expte. N° 22800-4597/12 tramitó el reclamo de los vecinos del barrio “Alegre”, delimitado por las calles 118 a 122 y 613 a 614 de la localidad de Villa Elvira, partido de La Plata, quienes también requirieron la intervención del organismo, frente al desalojo dispuesto en el marco de la I.P.P. Nº 8658/12, con intervención del Juzgado de Garantías Nº 5 del Departamento Judicial La Plata. 


Que luego de diversas gestiones se concluyó, con fecha 21/11/2013, con la aprobación de la ley 14.559, que declaró de utilidad pública y sujeto a expropiación el inmueble aludido. 


Que finalmente, en las actuaciones correspondientes al Expte. N° 22800-5973/14, que se iniciaron a raíz del reclamo de los vecinos que habitan el Barrio Uspallata, de la localidad de Beccar, partido de San Isidro, dicho predio fue declarado de utilidad pública y sujeto a expropiación por Ley 14.714, sancionada con fecha 16/04/2015, luego de las gestiones realizadas desde este organismo, articulando con otros actores provinciales y municipales. 


Que, tal como surge de las circunstancias reseñadas precedentemente, en todos los casos analizados la sanción de leyes de declaración de utilidad pública y expropiación por parte de la H. Legislatura provincial, se ha constituido en la herramienta adecuada para arribar a un principio de solución de los conflictos que atravesaban las familias involucradas, que en todos los casos veían afectados sus derechos en relación al acceso a la vivienda, destacándose la función social de la propiedad. 


Que abonando el criterio expuesto, la Constitución Nacional, en su artículo 17, dispone que la propiedad es inviolable, pero que por causas de utilidad pública puede ser expropiada, debiendo ser calificada por ley y previamente indemnizada. En el mismo sentido, el artículo 31 de la Constitución Provincial establece que “La propiedad es inviolable, y ningún habitante de la Provincia puede ser privado de ella, sino en virtud de sentencia fundada en ley. La expropiación por causa de utilidad pública, debe ser calificada por ley y previamente indemnizada. (…)”. 


Que consecuentemente, resulta necesario poner de relieve que el derecho de propiedad, receptado en el artículo 17 de nuestra Constitución Nacional con una concepción liberal, fue enriquecido por su consideración social, que inspiró a los convencionales constituyentes al establecer implícitamente limitaciones en el derecho a usar y disponer de la propiedad, a la luz de los lineamientos del Preámbulo, en el que se señala la finalidad de “promover el bienestar general”. 


Que más contemporáneamente, el derecho de propiedad también ha sido receptado en el art. 21 incisos 1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica), que goza de jerarquía constitucional, de acuerdo con la cláusula del artículo 75 inc. 22 CN. En dicho instrumento internacional, se establece expresamente que el uso y goce de la propiedad puede ser subordinado al interés social, a través de las leyes que lo reglamenten.


Que en la Provincia de Buenos Aires el régimen de expropiaciones se halla establecido en la Ley 5708, que en su artículo 1 expresa: “Los bienes cualquiera fuere su naturaleza jurídica, son expropiables por causa de utilidad pública o interés general”.

Que en relación con las problemáticas habitacionales mencionadas, cabe referirse asimismo a la normativa nacional e internacional que protege el derecho a la vivienda, encontrándose este derecho consagrado en el art. 14 bis de la Constitución Nacional, así como en el artículo 36 inc. 7 de la Carta Magna provincial. 


Que asimismo, en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires, fue aprobada el 29/11/2012 la Ley Nº 14.449 de Acceso Justo al Hábitat, cuyo objetivo fue el de promover la generación y facilitar la gestión de proyectos habitacionales, de urbanizaciones sociales y de procesos de regularización de barrios y asimismo, abordar integralmente la diversidad y complejidad de la demanda de viviendas, al tiempo que se persigue la generación de nuevos recursos a través de instrumentos que permitan reducir las expectativas especulativas de valorización del suelo. 


Que además, a fin de reglamentar el derecho de acceso a la vivienda, la referida norma creó un Fondo Fiduciario Público denominado "Sistema de Financiamiento y Asistencia Técnica para la Mejora del Hábitat", con el objeto de financiar, bajo cualquier modalidad, las necesidades de familias de bajos recursos con déficit urbano habitacional, que no sean consideradas sujetos de crédito por el mercado, ni por la banca formal.


Que entre los componentes del patrimonio del mencionado Fondo, el art. 38 de la ley 14.449 prevé no sólo los recursos originados por la contribución adicional sobre el impuesto inmobiliario correspondiente a predios baldíos, sino también los recursos del Presupuesto General que específicamente se le asignen.

Que la experiencia reciente demuestra que entre las alternativas de intervención que adopta el Estado para garantizar el derecho al hábitat y la vivienda de los ciudadanos que residen en barrios informales, como ha quedado evidenciado en el caso de las problemáticas antes reseñadas, las más frecuentes consisten en la negociación con el titular del predio en conflicto, a efectos de proceder a la compra directa -en el marco de desalojos dictados en procesos judiciales-, proceder a la relocalización de las familias afectadas en inmuebles fiscales, articulando con los distintos actores del sistema, o bien, como ocurre en los casos comentados, la sanción por parte de la H. Legislatura de leyes de declaración de utilidad pública y sujetando a expropiación los predios donde se localizan los asentamientos informales. 


Que en muchos casos, la expropiación se considera la respuesta más adecuada, por tratarse de barrios ya consolidados, en los que las familias han residido en muchos casos por largos años, evitando a través de esta herramienta el desarraigo y ruptura de esas redes comunitarias afianzadas, que implicaría el traslado a otro barrio. 


Que sin perjuicio de la aprobación formal de leyes de expropiación, se considera de suma importancia la culminación de los procedimientos de expropiación, que transcurren fuera de la órbita del Poder Legislativo, dentro del ámbito de la Administración provincial, para lo cual se requiere la asignación de los recursos económicos necesarios para el pago de las indemnizaciones correspondientes.


Que ello resulta un requisito indispensable para lograr avances concretos direccionados a la urbanización integral de los barrios en cuestión, y otorgando seguridad jurídica, tanto a los futuros adjudicatarios como al titular, evitando posteriores inconvenientes legales y administrativos, como por ejemplo el vencimiento del plazo de la declaración de utilidad pública, generándose gastos por expropiaciones inversas que resultarán más onerosos finalmente que el cumplimiento del pago de las indemnizaciones respectivas. 


Que en los últimos treinta años la H. Legislatura ha sancionado cerca de doscientas leyes de expropiación, respecto de las cuales en algunos casos aún continúa pendiente la culminación de los procedimientos administrativos correspondientes a consecuencia de la falta de previsión presupuestaria para atender los gastos que las normas demandan.


Que cabe mencionar que en el éxito de culminación de estos procesos se cifran las expectativas de miles de familias de acceder por primera vez a una vivienda digna, haciéndose efectivos sus derechos fundamentales, entre ellos el derecho a tener un proyecto de vida. 

Que al respecto, cabe destacar que oportunamente la Ley 13.929 que fijó el presupuesto provincial para el ejercicio 2009, creó en su art. 77 una previsión presupuestaria denominado “Fondo de Acceso Seguro a la Tierra en Función Social”, para la atención del pago de expropiaciones y regularización dominial.


Que las sucesivas leyes de presupuesto para los ejercicios 2010 (ley 14062, artículo 90); 2011 (ley 14199, artículo 78); 2012 (ley 14331, artículo 78); 2013 (ley 14393, artículo 69); 2014 (ley 14552, artículo 66) y 2015 (ley 14652, artículo 68), se asignaron recursos al mencionado Fondo, el cual luego no volvió a ser contemplado en las leyes presupuestarias posteriores, incluida la norma vigente para el ejercicio en curso.  


Que corresponde asimismo hacer referencia al proyecto de ley cuya autoría corresponde a la diputada Alicia Sánchez (Expediente D- 108/17-18), por el cual se solicita la reproducción del su antecedente, Expediente D-2407/15-16, iniciativa que tiene por objeto modificar la Ley 14.449 de Acceso Justo al Hábitat, con el fin de garantizar los recursos necesarios para la ejecución de leyes de expropiación destinadas a sus actuales ocupantes y/o para la producción de suelo urbano y compra de tierras.


Que a tales fines, el mentado proyecto contempla la modificación del art. 37 de la ley 14.449, autorizando la utilización del Fondo Fiduciario Público para los destinos mencionados, al tiempo que prevé una modificación del art. 39 de la norma citada, estableciendo una contribución adicional del ochenta por ciento (80 %) sobre el impuesto inmobiliario total determinado que corresponda a la Planta Urbana Vacante, a fin de aumentar los recursos del Fondo mencionado.
Que cabe destacar que los mencionados anteriormente deben considerarse opciones posibles a la hora de solucionar la existencia de fondos específicos para atender al pago de indemnizaciones por las leyes de expropiaciones dictadas por la H. Legislatura.

Que sin ánimo de invadir competencias propias del Poder Ejecutivo provincial, lo que se pretende desde este organismo de garantía de derechos, es que se genere un mecanismo útil y perdurable, tales como los ejemplos enunciados, dentro del presupuesto de Gastos y Recursos que tenga una imputación presupuestaria permanente y específica que permita hacer frente a las erogaciones derivadas de las expropiaciones a las que hiciéramos referencia precedentemente. 

  Que el derecho a la vivienda se encuentra consagrado en diversos instrumentos internacionales de derechos humanos, tanto del sistema universal, como del interamericano, destacándose entre otros a la Declaración Universal de Derechos Humanos (DUDH, art. 25.1), la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (DADH, art. XI; vid. art. XXIII), la Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH, art. 26). También lo enuncian algunos textos especializados: Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CD Mujer, art. 14.2), Convención sobre los Derechos del Niño (CNiño, art. 27.1; asimismo, incs. 2 y 3) (3); Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial (CD Racial, art. 5.e.iii), Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CP Discapacidad, art. 28.1; asimismo: inc. 2.d y art. 9.a). 
Que en este sentido, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) de Naciones Unidas contempló expresamente el derecho humano a la vivienda, dentro del derecho a un nivel de vida adecuado, estableciendo que: “(l)os Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia. Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a este efecto la importancia esencial de la cooperación internacional fundada en el libre consentimiento” (art. 11.1). A su vez, este derecho resulta fácilmente relacionable con el derecho a la integridad personal, a la salud, y a la protección de la familia, de la vida privada y familar y del domicilio, entre muchos otros.
Que el artículo 55 de la Constitución provincial establece que “…el Defensor del Pueblo tiene a su cargo la defensa de los derechos individuales y colectivos de los habitantes...”

Que de conformidad con el artículo 27 de la Ley 13.834, corresponde emitir el presente acto.

Por ello, 

EL DEFENSOR DEL PUEBLO

DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

RESUELVE

ARTICULO 1.- RECOMENDAR a ambas Cámaras de la Honorable Legislatura Provincial y al Poder Ejecutivo, para que en el ejercicio de sus funciones propias, adopten todas las medidas necesarias para la creación de un fondo especial en la ley de presupuesto para el ejercicio 2018, que incluya una partida presupuestaria imputada específicamente a atender el pago de indemnizaciones en las expropiaciones presentes y futuras, destinadas a cubrir el déficit habitacional, toda vez que las declaración de utilidad pública implica el reconocimiento de derechos sociales para los sectores más vulnerables. 

ARTÍCULO 2.- Notifíquese, regístrese, y oportunamente archívese.

RESOLUCION N° 72/17.-
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